
SOLICITAMOS MEDIDA CAUTELAR AUTÓNOMA 

 

 

“resulta necesario adoptar medidas que contribuyan a dotar en forma inmediata,  

sin dilación alguna, de recursos genuinos al Sistema,  

que permitan obtener los mejores resultados  

como consecuencia de la negociación paritaria  

y en especial consideración de la situación sanitaria y epidemiológica actual” 

 

Ministra de Salud de la Nación, 10.4.211 

 

Sr. Juez: 

 

ANDRÉS AZNAR, abogado C.P.A.C.F. Tº66, Fº52, en nombre y representación de SWISS MEDICAL S.A., 

GUSTAVO ALBERTO KRAUSS, abogado, CPACF T° 61, F° 148 en representación de OMINT SA DE SERVICIOS, 

EZEQUIEL VENTUREIRA, abogado, CPACF T° 97 , F°39, en representación de OSDE - ORGANIZACION DE 

SERVICIOS DIRECTOS EMPRESARIOS, MIRNA ISABEL KAPLOEAN, abogada, CPACF T°32, F° 153, en 

representación de GALENO ARGENTINA S.A., LUIS MARÍA DEGROSSI , abogado, CPACF T° 35 , F°910, en 

representación de APRES S.A., JORGE E. MATTOS, abogado, C.S.J.N. T.87 F.53 en representación de 

MEDICINA ESENCIAL SA, LUCIA IRIGO, abogada, M.F. T° 505 F° 391, en representación de MET 

CORDOBA S.A., FRANCISCO M. ASTOLFI, abogado, CPACF T° 44 F° 227 en representación de MEDICUS 

S.A. DE ASISTENCIA MEDICA Y CIENTIFICA, MIGUEL ANGEL GALLARDO, abogado, CSJN T° 19 F° 130, en 

representación de MEDIFE ASOCIACION CIVIL, MIGUEL I. GURUCEAGA, abogado, CPACF T° 54 F° 823 en 

representación de CÍRCULO MÉDICO LOMAS DE ZAMORA, MATÍAS ANTONINI, abogado, C.P.A.C.F. T°95 

F° 834, en representación de SOCIEDAD ITALIANA DE BENEFICENCIA EN BUENOS AIRES - HOSPITAL 

ITALIANO, MAYRA BORSINI, abogada, CSJN T° 90 F° 972, en representación de INSTITUTO MÉDICO 

ASISTENCIAL –IMA – COOPERATIVA DE PROVISIÓN DE SERVICIOS PARA PROFESIONALES DEL ARTE 

DE CURAR LTDA, JULIO IGNACIO FRIGERIO, abogado, CSJN T°14 F° 970, en representación de CENTRO DE 

EDUCACIÓN MÉDICA E INVESTIGACIONES CLÍNICAS NORBERTO QURINO (C.E.M.I.C.), FRANCISCO 

JAVIER PAYERAS, abogado, CPACF T° 84 F° 840, en representación de ACA SALUD COOPERATIVA DE 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS MÉDICO ASISTENCIALES LTDA, JUAN A. PIVETTA y LEONARDO R. GIACOMOZZI, 

en representación de MUTUAL FEDERADA 25 DE JUNIO S.P.R., constituyendo todos y de manera 

conjunta domicilio procesal con nuestros letrados patrocinantes, LUCAS A. PIAGGIO C.P.A.C.F. T° 66 F° 

323, y RODOLFO MARTÍN GONZÁLEZ ZAVALA, CPACF T° 136 F° 151, en la calle San Martín 140 piso 14, zona 

de notificaciones Nº 139 y domicilio electrónico en la CUIT N° 20-24335178-3 ante V.S. 

respetuosamente nos presentamos y decimos: 

 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTANTES 

La presente medida cautelar es solicitada por:  

1) SWISS MEDICAL S.A., con domicilio real en calle San Martin Nro. 323, Piso 12 de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires, y R.N.E.M.P. (Registro Nacional de Entidades de Medicina 

Prepaga) N° 1-1332-8. 

 
1 Considerandos de la resolución 987/21, del Ministerio de Salud de la Nación.  

 



2) OMINT SA DE SERVICIOS, con domicilio real en Ayacucho 1781 de la Ciudad de Buenos Aires 

y R.N.E.M.P. N° 1336. 

3) OSDE - ORGANIZACION DE SERVICIOS DIRECTOS EMPRESARIOS con domicilio real en la Av. 

Leandro N. Alem 1067, piso 9° de Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y R.N.E.M.P. N° 614081 

4) GALENO ARGENTINA S.A., con domicilio real en Elvira Rawson de Dellepiane Nº 150 - Piso 11º 

- Edificio Malecón - Dique 1 - Puerto Madero, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 

R.N.E.M.P. DI-2018-72-APN-GCP#SSS. 

5) APRES S.A., con domicilio real en Avda. de Mayo 1260, Piso 5° "H" de la Ciudad de buenos 

Aires, y R.N.E.M.P. N° 1-1161-2. 

6) MEDICINA ESENCIAL SA, con domicilio real en Bv. Oroño 797, Rosario, Provincia de Santa Fe. 

7) MET CORDOBA S.A. con domicilio real en Obispo Oro 50 de la Ciudad de Córdoba, Provincia 

de Córdoba y R.N.E.M.P. N° 113212. 

8) MEDICUS S.A. DE ASISTENCIA MEDICA Y CIENTIFICA, con domicilio real en Larrea 877, de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y R.N.E.M.P. N° 111834. 

9) MEDIFE ASOCIACION CIVIL, con domicilio real en la Avda. Juan B. Alberdi 3541 de la Ciudad 

de Buenos Aires, y R.N.E.M.P. N° 1199/15. 

10) CÍRCULO MÉDICO LOMAS DE ZAMORA (Osmecon Salud), con domicilio en Colombres 420, 

Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires y R.N.E.M.P. Provisorio N° 4-1144-6. 

11) SOCIEDAD ITALIANA DE BENEFICENCIA EN BUENOS AIRES - HOSPITAL ITALIANO, con 

domicilio real en Gascón 450 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y R.N.E.M.P. N° 4-1314-

5. 

12) INSTITUTO MÉDICO ASISTENCIAL –IMA – COOPERATIVA DE PROVISIÓN DE SERVICIOS PARA 

PROFESIONALES DEL ARTE DE CURAR LTDA, con domicilio en España 631, Ciudad de Rosario, 

Provincia de Santa Fe. 

13) CENTRO DE EDUCACIÓN MÉDICA E INVESTIGACIONES CLÍNICAS NORBERTO QURINO 

(C.E.M.I.C.), con domicilio real en Sánchez de Bustamante 2560, de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires y N° 4-1259-3. 

14) ACA SALUD COOPERATIVA DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS MÉDICO ASISTENCIALES LTDA, con 

domicilio real en Combate de los Pozos 220, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y N° 1-

1194-7. 

15) MUTUAL FEDERADA 25 DE JUNIO S.P.R., con domicilio legal en Moreno 1222/28, Rosario, 

Santa Fe. 

 

En lo sucesivo, se los mencionará como las “EMP”. 

  

PERSONERÍA 

La personería invocada queda acreditada con la copia simple de los poderes generales que como 

ANEXO I se acompañan al presente, sobre cuya autenticidad y vigencia prestamos juramento de 

práctica en el presente.  

 

OBJETO 

Venimos a solicitar una medida cautelar autónoma (art. 230 y conc. del Código Procesal Civil y 

Comercial de la Nación y del art. 14, ley 26.854), consistente en que se autorice un aumento del 9,77 

% sobre el valor actual de las cuotas de las EMP. 

 

EN QUÉ CONSISTE LA MEDIDA QUE SOLICITAMOS 



Nuestra medida tiene la particularidad (no es algo muy frecuente) de que se nutre de elementos 

provenientes de la propia Administración.  

En efecto, nuestro pedido se basa o tiene como insumos:  

(i) los datos objetivos de un informe técnico de octubre de 2020, elaborado por la SSS y tenido 

en cuenta por el Ministerio de Salud en las resoluciones que hemos impugnado en sede 

administrativa (en adelante: el “informe técnico”2); 

(ii) las consideraciones que figuran en la última resolución del Ministerio, esto es, la resolución 

987/21, que textualmente señala, en términos enérgicos, que  

− es “necesario” (no: meramente conveniente);  

− tomar una medida “de forma inmediata y sin dilación alguna” (no de acá a varios meses o 

años, cuando logremos una sentencia judicial);  

− para “dotar de recursos genuinos al sistema” (en el sistema privado de salud, los únicos 

recursos genuinos son las cuotas de los afiliados); 

− a los fines de permitir “obtener los mejores resultados como consecuencia de la 

negociación paritaria”  

− y teniendo “especial consideración de la situación sanitaria y epidemiológica actual” 

 

Por eso, se solicita una cautelar urgente, que autorice un aumento del 9,77 %, que resulta de sumar 

estas variables:  

a) un 3,59% que es la diferencia entre lo autorizado por las sucesivas resoluciones (que totaliza 

25,52%) y el 30% reconocido en el informe técnico de octubre de 2020 elaborado en por los 

cuadros técnicos de la SSS;  

b) un 6,18% que es el mayor costo resultante de la negociación paritaria (cláusula de revisión).  

 

Dicho aumento se solicita sea autorizado (i) de manera interina; (ii) mientras dure el proceso 

administrativo y/o judicial; (iii) con carácter provisional; y (iv) a cuenta del futuro aumento que 

corresponderá otorgar conforme lo que resulte de la resolución del reclamo impropio interpuesto y 

el aumento adicional solicitado. 

Nuestro pedido pudo haber sido más ambicioso, pero lo hemos limitado para que su viabilidad o 

procedencia resulten indiscutibles -in re ipsa-.  

Basta con leer el informe técnico y los considerandos de la resolución 987/21, cotejarlos con el art. 17 

de la ley 26.682 y observar cuál ha sido la conducta de la Administración, para advertir que aquí hay 

una verosimilitud calificada del derecho invocado -cuasi certeza-, como una indiscutible urgencia o 

peligro en la demora.  

 

LEGITIMACIÓN DE LAS EMP 

 

Las EMP se encuentra legitimadas para solicitar la presente tutela anticipada en tanto resultan 

empresas de medicina prepaga en los términos de la Ley 26.683, la cual establece, en su artículo 17 el 

deber de la autoridad de aplicación de autorizar aumentos de cuotas cuando el mismo esté fundado 

en variaciones de la estructura de costos y razonable cálculo actuarial de riesgos. 

 
2 Fue elaborado por la SUBGERENCIA DE EVALUACION DE COSTOS, GERENCIA ESTRATEGICA de la 
SUPERINTENDENCIA DE SALUD (ver análisis pormenorizado que hacemos más adelante, sin perjuicio 
de lo que figura también en el reclamo impropio presentado en sede administrativa, que 
acompañamos y damos por reproducido).  



Así pues, las EMP aquí representadas cuentan con el derecho que se les reconozca y autoricen los 

incrementos solicitados en los términos antes expuestos, motivo por el cual cuenta con legitimación 

activa para demandar –cautelarmente en esta instancia- al Ministerio de Salud de la Nación. 

Por su parte, este último es quién, a contrario sensu, y en su carácter de autoridad de aplicación de la 

Ley 26.682 resulta legitimado pasivo en las presentes actuaciones, en tanto, como se demostrará a lo 

largo del presente, ha sistemáticamente inobservado el deber – obligación impuesto por la ley. 

 

 

COMPETENCIA DE LA JUSTICIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL 

 

Afirmamos que V.S. resulta competente para entender en estos actuados en función de tratarse de 

una causa contencioso administrativa [art. 45 inc. a) de la Ley 13.998] ya que se reúnen los requisitos 

necesarios para residenciar la controversia por ante el fuero contencioso administrativo. 

En efecto, tal como ya indicamos más arriba, en primer lugar, la medida cautelar autónoma se articula 

contra el Ministerio de Salud de la Nación, es decir, una persona jurídica pública estatal. 

En atención a la materia en debate, V.S también resulta competente atento a que la presente resulta 

accesoria de un reclamo impropio interpuesto por las EMP contra 6 resoluciones  de dicha autoridad 

pública estatal, en ejercicio –o mejor dicho, en inobservancia- de determinadas funciones 

administrativas, bajo normas y principios exorbitantes del derecho privado, que impacta 

negativamente sobre los intereses jurídicamente tutelados de las EMP, cuya actividad se encuentra 

regulada a través de la Ley N° 26.682, el Decreto N° 1993/11 y otras tantas normas de derecho público 

que, a fin de determinar los graves vicios en que incurrió la Superintendencia, deberá realizarse su 

análisis a la luz de normativa encuadrada sobre reglas y principios de derecho administrativo. 

De modo pues que aquí es demandada una entidad pública estatal y, estando en juego el sentido y 

alcance de la actuación que la Ley otorga al Ministerio de Salud de la Nación como autoridad de 

aplicación de la Ley 26.682, se impone la subsunción del caso en la competencia del fuero contencioso 

administrativo. 

 
 
 
 

ANTECEDENTES: EL RECLAMO EN SEDE ADMINISTRATIVA 

1. El reclamo impropio, con pedidos de suspensión y de aumento provisorio 

El 28/3/21 las EMP aquí representadas efectuamos una presentación ante el Ministerio de Salud de la 

Nación, con este contenido: 

a) Interpusimos reclamo impropio contra las resoluciones 1786/20, 1787/20, 2987/20, 2988/20 y 

531/21, todas del Ministerio de Salud de la Nación, por las cuales se otorgaron aumentos a las 

EMP por el período diciembre 2020 – marzo 2021 por un 13,85%. Lo que se solicitó fue que estas 

resoluciones fueran sustituidas por una nueva, que reconozca de manera integral todos los 

incrementos en la estructura de costos del sector, conforme los propios antecedentes e informes 

técnicos producidos  (por la SSS) durante el trámite de esas mismas resoluciones. Estos 

incrementos totales, conforme fuera allí explicado, determinaban que debía autorizarse aumento 

(porcentual y acumulativo) del 28,64 %.  

b) Solicitamos la suspensión de los efectos de las resoluciones 1787/20 –art. 1- y 2988/20 (art. 12, 

ley 19.549 y 13 inc. 2, ley 26.854). Nuestro escrito planteó que estas resoluciones eran nulas de 

nulidad absoluta porque tenían con vicios manifiestos y de puro derecho. 



c) Solicitamos de manera urgente un aumento adicional del 10,64 % (acumulativo sobre el 

porcentaje reconocido una vez resuelto el reclamo del punto 1), a todas las empresas de medicina 

prepaga o, en todo caso, a las que suscribieron dicho reclamo. 

 

2. Qué fundamentos tuvo la presentación del 28.3.21 

Además de demostrar la invalidez intrínseca de las resoluciones del Ministerio de Salud, nuestra 

presentación hizo especial hincapié en la gravísima situación económica y financiera por la que 

atraviesan las EMP.  

En efecto, nuestra presentación, en distintos tramos, hizo especial hincapié:  

a) en que existía un tremendo desfasaje entre el aumento de los costos y los escasos porcentajes 

de los aumentos que había autorizado el Ministerio; 

b) en que los aumentos autorizados eran incluso inferiores a los aconsejados en un informe 

técnico producido por la propia autoridad de aplicación que demostraba ese desfasaje; 

c) en que ese atraso de las cuotas ponía en peligro para el sistema de salud (las propias 

consideraciones de las resoluciones reconocían esta situación, aludiendo incluso en que corría 

riesgo la cadena de pagos);  

d) que esta situación era particularmente grave en el contexto de la emergencia sanitaria 

producida por la pandemia del covid-19; 

e) que la situación no sólo afectaba a las empresas de medicina prepaga, sino también  

-a los afiliados;  

-a los trabajadores; 

-a los prestadores; 

f) que el tema, en definitiva, comprometía a todo el sistema de salud nacional, ya que el 

perjuicio a uno de los subsistemas opera como vaso comunicante hacia los otros subsistemas 

que concurren a la preservación de la salud. 

 

Para demostrar la razonabilidad de nuestro planteo, también señalamos que el pedido consistía, 

simplemente, en pedir que se aplicaran los criterios expuestos en el informe técnico elaborado por la 

Superintendencia de Servicios de Salud, considerando los datos objetivos del informe técnico y los 

incrementos producidos en enero, febrero y marzo de 2021.  

Es decir, nuestro planteo, en definitiva, no era otra cosa que la actualización del propio informe técnico 

elaborado por la Superintendencia de Servicios de Salud, utilizado y tenido en cuenta para el dictado 

de todas las resoluciones, considerando los datos objetivos sobre los incrementos producidos en el 

periodo.  

También dijimos que las 5 resoluciones impugnadas debían analizarse en su conjunto, ya que ellas 

eran un “bloque normativo”: todas ellas tienen (i) la misma causa (los mismos antecedentes de 

derecho y de hecho) y (ii) el mismo objeto (la autorización de aumentos de cuotas en el período 

diciembre 2020 – febrero/marzo 2021)3.  

 

2. La resolución 987/21 

Luego de nuestro reclamo impropio, fue dictada la mencionada resolución 987/21, que: 

a) receptó en sus considerandos varios (casi la totalidad) de nuestros argumentos contenidos en 

la presentación del 28/3/21; 

 
3 Las resoluciones 1787/20 y 2988/20 presentaron vicios adicionales todavía más groseros y 
manifiestos en varios de sus elementos esenciales (por eso fue que se solicitó la inmediata suspensión 
de los efectos de estas dos). 



b) pero autorizó un aumento insuficiente: nuevamente muy por debajo de lo que hubiera 

correspondido conforme el informe técnico y los propios antecedentes de la resolución (de 

leerse solo los considerandos, sin la parte resolutiva, cualquier improvisado lector hubiese 

concluido en un incremento de cuota superior al otorgado) 

c) en los hechos, constituye otra resolución que también se inserta en el mismo “bloque 

normativo” anterior; 

d) omitió resolver en sentido formal el pedido formulado en el reclamo impropio.  

 

Seguimos entonces ante un “bloque normativo”, ahora conformado por seis resoluciones:  

1. la 1786/20,  

2. la 1787/20,  

3. la 2987/20,  

4. la 2988/20,  

5. la 531/21,  

6. la 987/21. 

 

3. La presentación ampliatoria 

En función de esta nueva resolución, el 1/6/21 se realizó otra presentación con el siguiente objeto: 

a) Se amplió y reformuló el reclamo impropio originario, impugnando también la resolución 987/21 

que, si bien autorizó aumentos y los fundo debidamente, termino RESOLVIENDO por debajo de 

sus propios números y por ende por debajo de lo que jurídicamente correspondía.  

En consecuencia, nuestro reclamo impropio es que las seis resoluciones impugnadas (1786/20, 

1787/20, 2987/20, 2988/20, 531/21 y la 987/21) sean sustituidas por una nueva que reconozca 

íntegramente todos los incrementos de costos, aplicando objetivamente los criterios expuestos 

en el informe técnico producido durante el trámite de esas mismas resoluciones. Estos 

incrementos determinan que debe autorizarse un aumento porcentual y acumulativo sobre el 

valor de la cuota actual del 16,69 %. 

b) Se pidió que de manera urgente se autorizara un aumento adicional que, según valores 

actualizados (del mismo informe técnico) al mes de abril del 2021, debía ser de un 13,12% 

(acumulativo sobre el porcentaje reconocido una vez resuelto el reclamo del punto anterior).  

Este aumento no es otra cosa que la actualización del informe técnico elaborado por la 

Superintendencia de Servicios de Salud, considerando los datos (índices) objetivos sobre los 

incrementos producidos en enero, febrero, marzo y abril de 2021.  

En síntesis, como consecuencia de lo peticionado en puntos a) y b) se solicitó un aumento urgente 

del 32 % (resultante de un 16,69 % acumulativo al valor de las cuotas actuales, con más un 13,12 

% acumulativo al valor anterior).  

c) Se solicitó un urgente aumento provisorio (durante el trámite administrativo, a cuenta de 

lo que se resuelva definitivamente el reclamo impropio), fundado en la situación de extrema 

urgencia y necesidad del sector del 9,77%. Este porcentaje, que es el que se solicita en esta 

medida cautelar, es el resultante de sumar lo siguiente:  

(i) la diferencia entre lo reconocido en el informe técnico de octubre vs. lo 

aumentado en el bloque normativo conformado por las 6 resoluciones 

siguientes (desde la resolución 1786/20 hasta la última 987/21);  

(ii) la incidencia del porcentaje correspondiente a la cláusula de revisión del 

convenio paritario 2019/2020, que la propia resolución 987/21 indicó que 

debía reconocerse (pero finalmente no reconoció). 

 



4. A modo de recapitulación 

El aumento que estamos solicitando (un aumento cautelar y por ende urgente, provisorio, interino) 

únicamente requiere cotejar:  

a) el propio informe técnico de octubre de 2020, elaborado por la Superintendencia de Servicios 

de Salud;  

b) y el propio texto de la Resolución 987/21. 

 

Dicho en sentido negativo:  

− no hace falta ninguna indagación técnica;  

− no es necesario producir prueba alguna; 

− nuestro pedido no contempla los perjuicios financieros derivados de la demora temporal en 

efectuar dicho reconocimiento;  

− nuestra solicitud no tiene en cuenta la catastrófica situación actual por la que atraviesan las 

EMP, producto de la segunda ola de contagios del COVID. 

 

ANTECEDENTES (cont.): ANÁLISIS DE LAS SEIS RESOLUCIONES DEL MINISTERIO DE SALUD 

1. Introducción 

Es importante que el tribunal comprenda en qué contexto se solicita la medida cautelar.  

Por eso, describiremos brevemente la situación que se generó a partir de la resolución 1786/20 (que 

luego fuera dejada ilegítimamente sin efecto por la resolución 1787/20), hasta la Resolución 987/21 

por el cual se dispuso la última de autorización de aumentos del sector. 

Como hemos dicho, la situación jurídica está constituida por un “bloque normativo”: las seis 

resoluciones impugnadas reflejan una “unidad de acción” por parte de la Administración, mediante la 

cual se ha violado el derecho de las EMP de obtener una razonable actualización de sus cuotas que 

refleje los reales incrementos de sus estructuras de costos, tal como lo garantiza el art. 17 de la ley 

26.682. En efecto:  

a) todas las resoluciones tienen el mismo objeto: autorizar incrementos (o modificarlos/dejarlos 

sin efectos) respecto de un mismo período: diciembre 2020 y febrero 2021 (luego extendido 

a marzo 2021); 

b)  todas las resoluciones se sostienen en los mismos antecedentes de hecho, esto es, los 

incrementos de costos desde la última autorización de diciembre de 2019.  

 

2. Premisa: el informe técnico es clave, porque facilita muchísimo la argumentación (y el 

juzgamiento de la medida cautelar que estamos ahora pidiendo en sede judicial) 

Durante el trámite de la primera resolución (la 1786/20) se produjo informe técnico que justificaba o 

servía de antecedente a los incrementos allí autorizados (15% en diciembre y 10% no acumulativo en 

febrero).  

Si bien este informe tenía arrojaba un resultado superior (30%) y algunos errores materiales de cálculo 

(en perjuicio de las EMP), lo cierto es que  

a) las pautas de este informe técnico debieron ser considerado (en la peor hipótesis para esta 

parte) una suerte de “piso mínimo”; 

b) los aumentos autorizados en las resoluciones ni siquiera llegaron a ese piso mínimo;  

c) la verosimilitud de la posición de esta parte es que ella consiste en que se aplique -cuanto 

menos- este piso mínimo.  

 

3. La resolución 1786/20.  



A fines de octubre del 2020, el Ministerio de Salud dictó la resolución 1786/20 autorizando aumentos 

escalonados y no acumulativos entre sí, conforme los siguientes tramos:  

a) 15% en diciembre;  

b) 10% febrero del 2021. 

 

Según surge de los considerandos de la propia Resolución, dicho aumento fue autorizado a partir del  

“análisis realizado por los ORGANISMOS TECNICOS de la AUTORIDAD DE APLICACIÓN del que 

surge que resulta razonable autorizar un aumento general, complementario y acumulativo de 

aquel que ha sido aprobado para el mes de diciembre de 2019 mediante la Resolución Nº 

2824/19 de la entonces SECRETARÍA DE GOBIERNO DE SALUD, de hasta un QUINCE POR 

CIENTO (15 %) a partir del 1 de diciembre de 2020, y un aumento adicional no acumulativo, a 

aplicarse sobre el mismo valor que el anterior, de hasta un DIEZ POR CIENTO (10 %) a partir 

del 1 de febrero de 2021”. 

 

Estos considerandos se refieren al “INFORME TÉCNICO AUMENTO CUOTA ENTIDADES DE MEDICINA 

PREPAGA” del 29.10.20, elaborado por la Subgerencia de Costos de la Superintendencia de Servicios 

de Salud. 

Este informe sirvió de antecedente de todas las resoluciones impugnadas. 

Respecto de esta resolución cabe destacar que el propio informe técnico que sirvió de causa-

antecedente a la resolución 1786 reconoció un incremento de los costos del 30% en el período 

analizado. Pero luego (sin mayor explicación y en abierta contravención al art. 17, ley 26.682) en vez 

de un 30%, autorizó un 25% en total (y para cobrar recién en diciembre 2020 y en febrero 2021, sin 

incremento financiero alguno). 

Adicionalmente, el referido informe técnico contiene algunos errores materiales en perjuicio de las 

EMP. Sin embargo, no entraremos en esta instancia en el detalle de los mismos (ni de cualquier otra 

cuestión técnica vinculada al tema). 

Lo importante aquí es que la resolución 1786/20 se sostuvo fundamentalmente en un informe técnico 

que reconoció un incremento de costos del sector del 30% (ello sin perjuicio de que se cometieron dos 

errores: se subestimaron esos aumentos, se reconoció finalmente sólo el 25% y en 2 tramos). 

Dicho esto, y con las salvedades del caso, pasamos a analizar el informe técnico:  

a) fue elaborado en octubre del 2020; 

b) provino de la SUBGERENCIA DE EVALUACION DE COSTOS, GERENCIA ESTRATEGICA de la 

SUPERINTENDENCIA DE SALUD, es decir, el organismo técnico de la Autoridad de Aplicación; 

c) intenta determinar técnicamente el incremento de costos desde el último aumento otorgado 

en el mes de diciembre de 2019, hasta el mes de elaboración del informe, utilizando no 

obstante ello, índices de actualización de los rubros integrantes de la matriz de costos 

estimados al mes de diciembre del 2020 e incluyendo en el rubro Recursos Humanos 

incrementos paritarios hasta el mes de marzo del 2021, aunque luego algunos de dichos 

incrementos fueron omitidos de considerar en el cálculo efectuado; 

d) reconoce que los aumentos, desde la vigencia de la ley 26.682, fueron autorizados en forma 

general y no de manera individual 

e) señala que el cálculo de los aumentos se efectúa mediante una matriz de costos promedio 

para el sector y según la evolución de los índices de precios a nivel general y del sector salud 

en particular; 

f) en base a ello, identifica estos rubros o componentes del costo/gasto y cuantifica cuánto 

inciden en el costo/gasto total: 

Componente del Gasto                   Incidencia     Índice de Actualización  



Recursos humanos:                          53,4 %         Paritarias del Sector Salud  
Medicamentos:                                 11,7 %     Índice Medicamentos SSSalud  
Insumos médicos:                              17,6 %             IPCBA SALUD 
Otros Insumos y gastos generales: 7,3 %             IPCBA GENERAL; 

g) el informe reconoce que no contempla en su totalidad los mayores costos derivados de la 

pandemia;  

h) admite que los aumentos autorizados siempre receptaron en todos los años los incrementos 

contemplados en las paritarias de salud;  

i) reconoce que las cuotas, teniendo en cuenta únicamente el rubro recursos humanos, se 

encuentra atrasado porque no habían existido aumentos desde el año 2019; 

j) determina que existe un atraso en el valor de las cuotas del 30 %, conforme lo detalla en el 

cuadro siguiente; 

Componente del Gasto           Incidencia        Índice de Actualización        Impacto  
Recursos humanos:                         53,4 %             Paritarias del Sector Salud       18 % 
Medicamentos:                                11,7 %           Índice Medicamentos SSSalud 3,6 %  
Insumos médicos:                            17,6 %            IPCBA SALUD                              6,7 % 
Otros Insumos y gastos generales: 7,3 %             IPCBA GENERAL                        1,4 % 

                                          IMPACTO TOTAL                                               30 % 
k) concluye en la necesidad o justificación técnica del 30 % de aumento del valor de las cuotas el 

período diciembre de 2019 - diciembre del 2020. 

l) A pesar de indicar que utiliza índices de ajuste, pondera mal los numerales de cada mes y 

comete error material -cuanto menos-. 

 

 

4. La resolución 1787/20 y el supuesto “error material”.  

Si bien la resolución 1786/20 no reconoció el aumento que hubiera correspondido en función del 

propio informe técnico como de los costos reales del sector, más sorprendente aún fue lo que sucedió 

a continuación.  

En efecto, a los escasos días (fin de semana de por medio), el 3 de noviembre, cuando algunas 

entidades ya habían notificado los aumentos a sus afiliados, el ministro volvió sobre sus pasos: borró 

con el codo lo que había escrito con la mano y con la mera y única invocación de un supuesto “error 

material” (sin dar cuenta y/o justificar de manera alguna en que habría consistido el mismo), dejó sin 

efecto la resolución 1786/20 mediante la resolución 1787/20 y redujo el incremento del 15% al 10% 

para el mes de diciembre del 2020, dejando de igual forma sin efecto el aumento previsto por la 

resolución 1786/20, del 10 %, previsto para el mes de Febrero del 2021. (reténgase mentalmente para 

posterior análisis, el supuesto “error material”, ya que en las próximas resoluciones a emitirse por el 

mismo órgano -MS- se vuelve a utilizar el mismo informe técnico “SIN MODIFICACION ALGUNA”. 

Luego: NO EXISTIA.) 

Lo que no se llega a comprender es cómo se pasa del reconocimiento de un incremento del 30% en un 

informe técnico –finalmente receptado en un 25% en la resolución 1786/20- a autorizar sólo un 10% 

en la resolución 1787/20. 

Menos aún puede comprenderse que el justificativo de dicha abismal reducción sea un “error 

material”: nunca se ha explicado cómo se produjo o en qué consistía (además, no encuentra 

fundamento alguno en los antecedentes previos a su dictado). 

Es una decisión:  

a) no sólo que no tiene fundamento técnico; 

b) sino que reconoce que “voltea” una decisión previa que sí tiene fundamento técnico; 

c) que indica genéricamente un error material, sin precisarlo; 



d) que no tiene en cuenta que, en todo caso, los errores materiales del informe debieron 

determinar una resolución autorizando un aumento mayor -adicional-.  

 

Es más, la resolución perjudica a quien ha realizado el mayor esfuerzo durante la Pandemia COVID 19. 

En efecto, las EMP han desplegado, tal y como lo reconoce la propia Administración, en la Resolución 

2987/20 dictada con posterioridad, durante la pandemia enormes esfuerzos económicos para 

mantener la calidad y eficiencia de los servicios – por otro lado de publico y notorio-. De allí es que 

resulta tremendamente absurdo que se les exija algo que no se impone a otros sectores de la 

economía: prestar servicios sin una contraprestación indispensable y razonable.  

La arbitrariedad y el trato desigualitario hacia el sector no pueden ser más ostensibles. 

El incumplimiento de los deberes de funcionarios públicos es flagrante. 

El daño a la sociedad toda, al sistema de salud, a la vida de las personas en plena crisis pandémica 

inconmensurable.   

 

5. El segundo “ida y vuelta”: la resolución 2987/20 y la resolución 2988/20 

Como la situación era absurda e insostenible, la realidad a los pocos días atropello a la Autoridad de 

Aplicación y el Ministerio volvió nuevamente sobre sus pasos: dictó la resolución 2987/20 del 

30.12.20, autorizando un aumento del 7% para febrero del 2021.  

Esta medida era a todas luces insuficiente, irreal, mezquina y atentaba nuevamente con la vida de los 

argentinos (tal como se evidencia con la mortalidad que depara este flagelo pandémico al que el 

propio estado no enfrenta con las herramientas necesarias, aunque mas no sea para morigerar sus 

efectos).  

En efecto, el desfasaje real superaba el 50%, o cuanto menos, si se quiere, de al menos un 30%, que 

calculado correctamente arrojaba 46,46 %, tal como lo dictaminaron los propios cuadros técnicos de 

la Autoridad de Aplicación en el informe técnico referenciado. 

Al leer sus considerandos, se advierte que esta resolución fue precedida nuevamente del mismo 

análisis técnico (no solo invoca el mismo informe técnico, en el que se fundara la resolución 1786/20 

y que justificara técnicamente un atraso en el valor de las cuotas del 30%, en el período en análisis, 

sino que incluso determina de igual forma, expresamente, que la crisis por la que atraviesan las EMP 

incluyen de igual forma a todos los integrantes del sector, Agentes del Seguro de Salud – regidos por 

las Leyes 23.660 y 23.661 – y a los prestadores de Salud), dejando bien en claro la crisis que padece el 

sector.  

En efecto, los fundamentos son muy elocuentes cuando describen el contexto crítico y cuasi terminal 

que viven las entidades de medicina prepaga. Dicen textualmente:  

− la pandemia “amenaza la cadena de pagos del Sistema de Salud, en momentos en los que 

este sector resulta clave para minimizar los impactos de la pandemia y brindar la debida 

atención de sus beneficiarios”;  

− “las áreas técnicas del organismo han evaluado el incremento de costos sufrido por el sector 

desde la fecha del aumento autorizado en diciembre de 2019”; 

− “resulta razonable autorizar un aumento general, complementario y acumulativo de aquel que 

ha sido aprobado para el mes de diciembre de 2020”; 

− “en el delicado contexto actual de emergencia sanitaria sin precedentes, no cabe soslayar el 

rol y la función asistencial fundamental que desempeñan los prestadores de salud, a través de 

la atención directa de beneficiarios y usuarios, tanto de los Agentes del Seguro de Salud como 

de las Entidades de Medicina Prepaga”;  

− “las entidades representativas del sector han expresado su preocupación por el estado crítico 

en que se encuentran la mayoría de los prestadores y enfatizado la necesidad de incrementar 



los valores retributivos que perciben por las prestaciones que brindan, a fin de paliar dicha 

situación y garantizar su continuidad”. 

− “corresponde adoptar medidas que contribuyan a dotar de mayores recursos a los prestadores 

contratados por ellos” (por las entidades de medicina prepaga). 

 

Fue entonces una resolución que, si bien autorizaba aumentos inferiores a los reales (vicios en su 

causa y objeto) al menos contenía fundamentos concretos, técnicos, económicos y sanitarios.  

Asimismo, reconocía el aumento de los costos en base a un informe elaborado por sus propios cuadros 

técnicos, la amenaza a la cadena de pagos, y la necesidad de autorizar aumentos de manera urgente 

(a esta altura la obligación de autorizar aumentos de cuotas por el art 17 cuando los costos se 

incrementarán había quedado en el olvido o arrojada a “saco roto” como invoca el refranero popular.) 

Los referentes del sector (incluidos los trabajadores, quizás el grupo humano más golpeado, que han 

estado y siguen estando en el “frente de batalla” de la pandemia, prestando servicios 

indiscutiblemente “esenciales”) vieron ese 7% como un mínimo paliativo de las carencias que 

padecían (fue casi como un vaso de agua, para un deshidratado).  

Se considera, como se afirmó, que el grupo humano que integra la prestación de salud y en el 

encargado de cubrir mas de 70% de flagelo COVID es ESENCIAL PARA UTILIZAR LOS MEDIOS PUBLICOS 

DE TRANSPORTE Y SE RESUELVE -POR ESPECULACIONES POLITICAS NO TECNICAS- NO RECONOCERLES 

AJUSTES A SUS SALARIOS Y SUMARLES PADECIMIENTO ECONOMICOS A SUS YA DETERIORADAS 

CONDICIONES DE AGITAMIENTO FISICO Y PSIQUICO. 

Téngase presente que el sub-sistema de salud privado, integra el SISTEMA DE SALUD y con ello existen 

una multiplicidad de relaciones jurídicas-económicas que confluyen, se interrelacionan, se mueven al 

unísono y por ende son en términos contractuales CONEXAS. 

Los prestadores individuales que mediante contratos individuales se suman a la red financiadora de 

las EMP, integran una misma realidad, hacen al sustento y a la ecuación económica-financiera del 

contrato de medicina prepaga y sobre los mismos se derraman los incrementos de cuotas que debe 

autorizar la autoridad de aplicación. 

El yerro, la negligencia o la especulación política, impactan NO solo en las EMP, sino en el andamiaje 

que de ellas se desprende, viendo así lesionadas sus propias estructuras individuales: los profesionales 

que asisten al sistema, las clínicas, estudios por imagen y todo aquel que presta algún servicio medico. 

La situación de los mismos es desesperante, la pandemia ha -prácticamente- eliminado las atenciones 

normales y regulares, las practicas medicas de rutina y todas aquellas que por carecer de urgencia se 

han pospuesto no se verifican y con ello se disminuye una de las fuentes mas importantes de ingresos 

para los prestadores. La debilitada situación económica financiera se encuentra fuertemente agravada 

por la negligencia -cuanto menos- de los órganos estatales que siguen resolviendo por cuestiones de 

conveniencia y no por realidades palpables. 

En este caso el “error es patético”, la respuesta inexcusable. Ellos mismos invocan y prueban la 

NECESIDAD, elaboran informes técnicos, grafican los costos, arman estructuras técnicas que las 

analizan y se dan vuelta, hacen caso omiso, denostan la realidad y arremeten contra un sistema 

dejando salvado a su suerte a un universo de personas, ciudadanos argentinos que en el momento de 

mayor necesidad prestacional van a ver seriamente fracturado el sistema asistencial, cuando no 

desaparecido por imposibilidad de afrontar costos mínimos. 

No se esta hablando de “ganancias”, no se esta especulando con rentabilidad, se esta hablando de 

miseria, carencia de insumos, agotamiento de recursos humanos sin relevos, falta de herramientas 

necesarias para salvar vidas. Un verdadero genocidio. 

Por ello y retomando el hilo conductor de análisis de las resoluciones, generó estupor que la 

resolución 2987 fuera inmediatamente “derogada” por la resolución 2988/20. En efecto, el 31 de 



diciembre, fue dictada y publicada ese mismo día en horas de la tarde (en la víspera del nuevo año), 

la resolución 2988/20, a través de la cual se resolvió “déjase sin efecto la Resolución N° 2987/20 de 

fecha 30 de diciembre de 2020 del MINISTERIO DE SALUD.” 

Una vez más el Ministerio actuó de manera sorpresiva, caprichosa y contradictoria. Pero ahora lo hizo 

de manera aún más grosera.  

Si bien más adelante puntualizamos las críticas sobre la arbitrariedad e ilegalidad manifiesta de esta 

resolución 2988/20, desde ya señalamos que:  

a) es imposible que la grave y concreta situación descripta en la resolución 2987/20 haya 

cambiado al momento de la resolución 2988/20: entre ambas hay una diferencia de menos 

de 24 hs.;  

b) el único “fundamento” (por llamarlo de alguna manera) de la segunda resolución es “por 

expresa decisión del Sr. Presidente de la Nación” (textual). Reiteramos, para que no se crea 

que hubo error: es una transcripción textual;  

c) la única aparente justificación para dar vuelta una medida de carácter técnico (imperativa), 

tramitada durante semanas en el seno del Ministerio de Salud, mediando informes y 

dictámenes que aconsejaban (determinaban), en los términos de la ley 26.682, que debía 

autorizarse un incremento del 7%, es que el Poder Ejecutivo Nacional (órgano unipersonal –

Presidente de la Nación- según el art. 87 de la Const. Nac., y que solamente puede ser 

reemplazado por el Vicepresidente o Vicepresidenta de la Nación “en caso de enfermedad, 

ausencia de la Capital, muerte, renuncia o destitución” –art. 88-) le indicó al Ministro de Salud, 

palabras más, palabras menos “que suspenda” la vigencia de la Resolución 2987/20. Nos 

hemos tomado el trabajo de buscar alguna otra justificación, que al menos maquille este 

sinceramiento (Sincericidio) y no existe (acaso el único mérito de la Resolución Impugnada: la 

arbitrariedad expuesta más elocuente, no requiere refutación). 

d) el Ministerio ni siquiera hizo lo que el Presidente habría decidido: en vez de “suspender” el 

aumento, la resolución 2988/20 dispuso “dejarlo sin efecto”;  

e) insistimos también en que el Ministerio incluso exacerbó esa supuesta “decisión” hasta 

desnaturalizarla (el uno no podía -presidente- el otro no entendió -ministro- y resolvió otra 

cosa); 

f) como más adelante será explicado, el solo argumento de autoridad no es ni puede justificar 

dejar sin efecto (debió haber sido -en todo caso- una suspensión) una medida técnica que, en 

lo central, se sostenía en antecedentes de hecho y derecho aplicables al caso4. 

 

Esto fue un verdadero desaguisado, portador de una nulidad insalvable (desde lo formal, desde lo 

sustancial, desde la lógica y desde los más elementales principios éticos. Un flagrante incumplimiento 

de los funcionarios que participaron -se volverá sobre el tema más adelante).  

 

6. La resolución 531/21: un nuevo reconocimiento parcial. 

El 29/1/21 se dictó la resolución 531/21 por la cual se autorizó “…un aumento general, 

complementario y acumulativo de aquel que ha sido aprobado para el mes de diciembre de 2020 

mediante la Resolución Nº 1787/20 del MINISTERIO DE SALUD, de hasta un TRES Y MEDIO POR CIENTO 

(3,5%) a partir del 1º de marzo de 2021.”. 

 
4 Si bien esta presentación no tiene por objeto impugnar la resolución 2987/20, igualmente señalamos: (i) que los aumentos 
que ella autorizó fueron insuficientes; (ii) que no es válido establecer, a través de una resolución ministerial, los valores 
obligatorios de las prestaciones brindadas por los prestadores de servicios de salud (art. 3°). Sobre esto último se formula 
expresa reserva. 



Es decir, se autorizó la mitad del porcentaje que sin fundamento alguno había sido dejado sin efecto 

un mes antes. 

En esta última resolución vuelve a citarse el referido informe técnico que sirvió de fundamento a la 

resolución 1786/20 (sin invocar, corregir o mencionar el supuesto “error material” argumentado como 

respaldo para dejar sin efecto la misma).  

Nuevamente, se incurre en los mismos vicios: se autoriza un aumento sustancialmente menor que al 

que la propia autoridad de aplicación había reconocido en sus informes previos y en sus propias 

resoluciones.  

Aquí la diferencia porcentual o sea la brecha entre lo dictaminado y lo resuelto adquiere niveles 

abismales. 

Llegado a este punto, con este incremento acumulativo, se llega a un aumento del 13,85% en el 

período diciembre 2020 – marzo 2021.  

 

7. La resolución 987/21 

Fue publicada el 10/4/21 y nuevamente autorizó un aumento muy por debajo de lo que ya se había 

solicitado en el reclamo impropio presentado días antes (también se aguardo un par de días desde su 

publicación para ver si efectivamente era una resolución vigente o seria nuevamente derogada por 

algún error material o por orden del presidente o por algún nuevo capricho utilizado como excusa). 

Incluso si se suma esta resolución a todas las anteriores integrantes del “bloque normativo” tampoco 

se llega a cubrir el aumento estimado en el propio informe técnico de octubre de 2020.  

Esta resolución 987 tiene el mismo vicio en la causa que sus antecesoras, las resoluciones 1786/20, 

2987/20 y 531/21: todas se basan (pero en los hechos contradicen) en el mismo informe técnico que 

puso de resalto que, en el período en análisis las cuotas tenían un atraso del 30% (pero en realidad, si 

el cálculo se hace correctamente el desfasaje ascendía a la fecha del informe –octubre 2020- a 

46,46%). 

El vicio es ostensible: ninguna de las resoluciones reconoce el aumento que surgía de sus propios 

antecedentes que le sirvieron de causa.  

Nuestro reclamo impropio incluso demostró que el propio informe técnico contiene algunos errores 

de cálculo y defectos materiales que, de corregirse, hubieran determinado que se autorizaran 

aumentos aún mayores.  

La resolución 987/21 es que en ningún momento explica por qué los incrementos autorizados no 

fueron aquellos que objetivamente correspondían, según la demostración técnica sobre los desfasajes 

efectuada en nuestro reclamo impropio (vicio en la motivación). 

 

8. Conclusión sobre las resoluciones impugnadas: los números no mienten 

En síntesis: 

a) el Ministerio de Salud dictó seis resoluciones sobre la base de un solo informe técnico, que 

calculaba incrementos desde el último aumento de diciembre 2019; 

b) las seis resoluciones tienen el mismo objeto: determinar qué aumentos correspondía autorizar 

conforme los incrementos de costos del período; 

c) cuatro de esas resoluciones (1786/20, 2987/20, 531/21 y 987/21) autorizaron aumentos inferiores 

a los incrementos reconocidos en el informe técnico; 

d) dos de esas resoluciones (1787/20 y 2988/20) dejaron sin efecto los aumentos (ya reducidos) que 

habían sido autorizados con anterioridad, sin justificación técnica o jurídica alguna; 

 



Existe un alevoso divorcio entre la realidad y las resoluciones. El Ministerio pretende una ficción que 

genera un desequilibrio que impacta de lleno en el sector de la salud. Esto es desesperante porque 

estamos en una crisis sin precedentes: 

a) se autorizan aumentos insuficientes,  

b) después se los deja sin efecto, 

c) los fundamentos para los “arrepentimientos” ofenden a la inteligencia: en la resolución 

1787/20 aludiendo a un “error material” (sin precisarlo) y en la 2988/20 se menciona a una 

supuesta “decisión expresa del Sr. Presidente”;  

 

9. Reflexión final 

Sólo queda margen para especulaciones no jurídicas (tal vez, los aumentos eran políticamente 

incorrectos): las resoluciones impugnadas no son otra cosa que decisiones “puramente políticas” 

discrecionales y arbitrarias, que pasan por alto los fundamentos técnicos y desconocen o peor aún se 

independizan irresponsablemente del sistema de salud y con ello del bien común (“bien de todos los 

todos que mira al todo social”). Es esto lo que está en juego. En este tema debe primar el análisis 

técnico, la imposición legislativa de una actividad que fue diseñada como reglada y que de ninguna 

manera puede ser objeto de desviación de poderes y/o de decisiones discrecionales que pretendan la 

obtención de fines distintos de los previstos por el propio legislador. 

Téngase presente que no solo estamos frente a una “emergencia legislativa”, sino que estamos frente 

a una realidad que superó la emergencia, es catastrófica, se muere gente en los pasillos de los centros 

asistenciales, se estructuran protocolos para la “ultima cama”, se elige quien es asistido primero y a 

cual se lo deja a su suerte… Estamos hablando de un bien jurídico, pero en esta extrema situación 

tenemos tanto los prestadores de salud, como los prestadores de Justicia una obligación ineludible,  

SALVAR VIDAS.  

No existen pruritos formales o cuestiones especulativas que puedan demorar, dilatar o posponer 

soluciones. EL SISTEMA DE SALUD ESTA EN LLAMAS Y REQUIERE DE SOLUCIONES INMEDIATAS QUE 

NO SOLO CUMPLAN CON LA LEY POSITIVA, SINO QUE PRODUZCAN RESPUESTAS HUMANAS, 

COMPATIBLES, APTAS PARA QUE TODOS LOS QUE ESTAMOS CONVOCADOS A LA CRISIS, CUANTO 

MENOS DISPONGAMOS DEL CONSUELO DE HABER HECHO TODO LO QUE ESTABA A NUESTRO 

ALCANCE Y MAS TAMBIEN. DEBEMOS CONTRIBUIR CON NUESTRAS CONDUCTAS A QUE SE MUERAN 

MENOS PERSONAS, A EVITAR QUE FAMILIAS COMPLETAS QUEDEN DIEZMADAS Y NIÑOS EXPUESTOS 

A ADVERSIDADES QUE NO SON PROPIAS DE LA VIDA, SINO QUE SE VEN DETERMINADAS POR LUCHAS 

POLITICAS INTESTINAS, REVANCHISMOS, CUANTO NO CORRUPCION O CALCULO ELECTORAL.  

SUPLICAMOS QUE EL PODER JUDICIAL CUMPLA SU ROL REPUBLICANO, QUE PONGA LIMITES 

CONSTITUCIONALES AL PODER EJECUTIVO, QUE EVITE FORMALISMOS, QUE ABRACE UNA CAUSA 

JUSTA, NECESARIA Y HUMANA.   

 

 

PROCEDENCIA FORMAL DE LA MEDIDA CAUTELAR AUTÓNOMA 

 

La medida cautelar aquí solicitada, se enmarca dentro de las medidas positivas o innovativas previstas 

en el artículo 14 de la Ley 26.854 de cautelares contra el Estado Nacional. 

Respecto a este tipo de medidas, la ley no exige el previo agotamiento de la vía administrativa, es 

decir, no se requiere para este tipo de medidas haber solicitado previamente su reconocimiento en 

sede administrativa y esperar o bien un rechazo expreso o la configuración de un silencio negativo, 

contrariamente a lo que sucede, por ejemplo, con la suspensión de efectos de un acto estatal, la cual, 

según el artículo 13 de la misma Ley 26.854, exige  haber “solicitado la suspensión de los efectos del 



acto ante la Administración y que la decisión de ésta fue adversa a su petición, o que han transcurrido 

cinco (5) días desde la presentación de la solicitud sin que ésta hubiera sido respondida.” 

Sin embargo, y aun cuando la ley no lo exige, las EMP hemos solicitado previamente esta medida 

anticipada al Ministerio de Salud y el mismo no se ha expedido hasta el momento. 

En efecto y tal como fuera anticipado, la presente medida cautelar resulta accesoria del Reclamo 

Impropio presentado con fecha 28/03/21 y de su ampliación de fecha 1/06/21 por las cuales se 

impugnaron diversas resoluciones que autorizaban incrementos de cuotas por debajo de los 

incrementos acreditados reales del sector (o en algunos casos directamente los dejaban sin efectos) y 

se solicitaron, en consecuencia, diversos aumentos que por derecho hubieran correspondida. De esta 

manera, el reclamo de fondo implicará –como se ha señalado- el reconocimiento de un incremento 

del 32% por el desfasaje entre los costos reconocidos y los costos reales al mes de abril de 2021. 

 

Adicionalmente, se solicitó de manera accesoria dentro del mismo trámite administrativo, como 

medida provisoria y con carácter previo a la resolución del fondo del asunto, un urgente aumento de 

solo el 9,77% que fundado en la situación de extrema urgencia y necesidad del sector. 

Esta petición accesoria se formuló conjuntamente con la ampliación del Reclamo Impropio el pasado 

1/06/21. 

De esta manera, y aun cuando, como hemos señalado, no resulta necesario el previo agotamiento de 

la vía administrativa, a la fecha de interposición de la presente, incluso ya han transcurrido los 10 días 

hábiles previstos en el artículo 1 inc. e) apartado 4) de la Ley 19.549 por el cual “Cuando no se hubiere 

establecido un plazo especial para la realización de trámites, notificaciones y citaciones, cumplimiento 

de intimaciones y emplazamientos y contestación de traslados, vistas e informes, aquél será de diez 

(10) días;” 

De esta manera, la presente medida cautelar autónoma resulta procedente desde el punto de vista 

formal, no existiendo trámites previos pendientes de realización para su interposición y posterior 

resolución. 

 

NUESTRO PEDIDO CAUTELAR: CONSIDERACIONES INICIALES 

1. Premisa o situación de base 

Los aumentos dispuestos en sede administrativa por las distintas resoluciones impugnadas mediante 

el reclamo impropio: 

a) han sido todos insuficientes (incluso sumándolos a todos); 

b) no llegan al piso mínimo fijado en el informe técnico; 

c) es decir: ni siquiera llegan a cubrir la “foto congelada” de costos reconocidos por la propia 

autoridad de aplicación en octubre de 2020; 

d) mucho menos tienen en cuenta algunos errores u omisiones del informe técnico (esos errores 

u omisiones, de no haberse cometido, habrían determinado un porcentaje superior al 30% a 

octubre de 2020); 

e) no tienen en cuenta el contexto inflacionario posterior a octubre de 2020; 

f) no tienen en cuenta la agudización de la emergencia sanitaria producida por la segunda ola; 

g) no tienen en cuenta las paritarias laborales.  

 

2. Los requisitos de una medida cautelar como la que solicitamos 

Se encuentran configurados los requisitos o presupuestos exigidos por el art. 195 del Cód. Procesal 

Civil y Comercial y por la ley 26.854. 

Los derechos reclamados gozan de un grado de verosimilitud muy alto. Este requisito es el primordial 

para el análisis: para una cautelar es necesario –pero también suficiente– que el derecho que se 



procura proteger tenga “apariencia de buen derecho”. Esto también supone analizar su opuesto 

dialéctico: es decir, la falta de consistencia de la posición jurídica del afectado o de quien se opone a 

la medida interina.  

Es clásica esta reflexión de Calamandrei: como la situación es urgente, el tribunal debe conformarse 

con la apariencia del derecho, la cognición es más superficial y más rápida que la ordinariamente 

requerida5.  

 

3. Qué sucede en el presente caso 

El tribunal debe considerar que: 

a) para el que el derecho de nuestros mandantes pueda ser respectado se requiere una 

actuación positiva de la autoridad pública (art. 14 inc. 1.b., ley 26.854), esto es, la autorización 

de aumento de cuotas: ver art. 17 de la ley de medicina prepaga; 

b) la falta de esa autorización o actuación positiva implica una inobservancia clara e 

incontestable de un deber jurídico, concreto y específico, a cargo del Ministerio de Salud (inc. 

1.a.); 

c) se encuentra acreditado con las propias actuaciones de la demandada que dicho 

incumplimiento ocasionará perjuicios graves de imposible reparación ulterior (inc. 1.c); 

d) por otro lado, el interés público aquí está dado con el resguardo del sistema de salud público, 

es decir, la propia medida positiva aquí solicita tiende al resguardo de ese interés público (inc. 

1.d), por oposición a un interés patrimonial y particularizado de los eventuales obligados a 

afrontar el aumento de las cuotas; 

e) la medida que se solicitada es provisoria y a cuenta de los aumentos que la propia autoridad 

de aplicación deba reconocer con carácter definitivo al resolver el reclamo impropio, motivo 

por el cual la medida solicitada no tendrá efectos jurídicos o materiales irreversibles (1.e). 

 

VEROSIMILITUD DEL DERECHO E INOBSERVANCIA CLARA E INCONTRASTABLE DEL MINISTERIO EN 

SU DEBER JURÍDICO PARA RECONOCERLO 

 

1. Introducción 

En este apartado demostraremos (i) que las empresas de medicina prepaga tienen derecho a que la 

autoridad de aplicación autorice aumentos cuando se producen “variaciones en la estructura de 

costos” (art. 17, ley 26.682); (ii) que la Administración ha incurrido en una omisión antijurídica: no ha 

hecho lo que la ley le obliga a hacer: hay una inobservancia ostensible en su deber jurídico de actuar.  

Como puede observarse, son dos caras de la misma moneda. A los fines de la cautelar, lo que debe 

percibirse es: 

a) la fortaleza de la posición jurídica del que pide la medida cautelar; 

b) y la debilidad de la posición jurídica del sujeto pasivo de la medida.  

 

2. Cómo funcionaban los aumentos antes de la ley de medicina prepaga 

Antes de la ley 26.682, las EMP podían modificar las cuotas cumpliendo los recaudos establecidos en 

el Anexo I de la resolución 9/2004 de la Secretaría de Coordinación Técnica (dependiente del 

Ministerio de Economía), modificada por la resolución 175/2007 de la Secretaría de Comercio Interior. 

De la lectura de esta resolución surgía que los aumentos sólo estaban supeditados a los siguientes 

requisitos: a) la posibilidad de aplicarlos debía estar prevista en el clausulado del contrato, b) el 

aumento debía ser objetivo y general, etc.  

 
5 Calamandrei, P.: Introduzione allo studio sistematico dei provvedimenti cautelari, Cedam, Padova, 1936, Págs. 59 y ss. 



Es decir, no hacía falta ninguna previa autorización administrativa.  

 

3. Los aumentos en la ley de medicina prepaga del año 2011 

La ley 26.682 cambió totalmente el esquema, al introducir el requisito de la autorización previa: “la 

Autoridad de Aplicación autorizará el aumento de las cuotas cuando el mismo esté fundado en 

variaciones de la estructura de costos y razonable cálculo actuarial de riesgos” (art. 17).  

Pueden hacerse muchas consideraciones sobre este controvertido esquema, pero una lectura objetiva 

demuestra: 

a) que la autorización no es discrecional: el verbo “autorizará” deja bien en claro que se trata de 

un poder-deber, es decir, la autoridad no es libre para “no autorizar”; la única manera de 

denegar un aumento es demostrar que no se dan las circunstancias normativas previstas por 

el legislador: la conducta de la autoridad es reglada, no otorga margen de discrecionalidad 

alguna; 

b) insistimos: si se producen “variaciones de la estructura de costos”, se activa o dispara el 

poder-deber de la autoridad: “autorizará el aumento”; 

c) a los fines de integrar el análisis y eliminar interpretaciones que concurren en desmedro del 

sistema, hay que contrarrestar la literalidad de la norma, con aquella que impone a la 

autoridad de aplicación el deber de “garantizar” el valor de las cuotas, las que a tales efectos 

deben tener la movilidad necesaria para acompañar la realidad económica y el flujo de fondos 

necesarios para la sustentabilidad del sub-sistema de salud. 

 

4. La Administración no cumplió la ley: ¿cómo han funcionado los aumentos en los hechos? 

El art. 17 de ley 26.682, en su literalidad, es perjudicial para el sistema: lo que prevé es que las cuotas 

siempre van detrás de los costos (primero aumentan los costos, recién después se pueden aumentar 

las cuotas: esto genera un desfasaje constante).  

Pero las resoluciones autorizando incrementos han sido peores: los aumentos no han funcionado ni 

siquiera de la manera “mínima” prevista por el legislador.  

El Ministerio de Salud, con la anuencia y respaldo de la Superintendencia de Servicios de Salud ha 

dictado sucesivas resoluciones autorizando algunos aumentos, pero:  

a) no han dictado una regulación “marco”, definiendo una fórmula objetiva a utilizar para ajustar 

los costos (estructura de costos con análisis de cálculo actuarial); 

b) no han tenido criterios uniformes sobre cuándo autorizar aumentos ni han respetado los 

tiempos invocados por las EMP y/o las Cámaras que las representan.;  

c) las autorizaciones siempre han sido inferiores a los pedidos de las empresas; 

d) en el mejor de los casos, las resoluciones han considerado parcialmente sólo algunas de las 

variables objetivas invocadas por las empresas;  

e) los aumentos han sido autorizados para todos los sujetos previstos en el art. 1º de la ley 

26.682, aunque no todos tienen variaciones de costos estandarizadas.  

 

Dicho de otra manera, las autorizaciones administrativas han sido:  

− esporádicas, 

− subjetivas, 

− impredecibles en porcentajes, 

− sin fundamentos técnicos (infundadas), 

− en su caso, ignorando los dictámenes técnicos de la propia Administración, 

− puramente discrecionales, 

− sin distinciones entre las empresas (generales). 



 

Esto, como se comprenderá, ha determinado que los aumentos hayan sido siempre insuficientes y 

atrasados6.  

Las empresas han sido víctimas: 

a) de resoluciones que no cumplen ni siquiera los estándares más laxos de fundamentación 

administrativa;  

b) de la inoperancia o mora reglamentaria; 

c) de una inconstitucionalidad por omisión: es inexplicable que todavía no se haya dictado un 

“marco regulatorio” que fije algunos detalles y sea medianamente previsible; 

d) del incumplimiento incluso del piso mínimo que fija la propia ley 26.682;  

e) del antojo administrativo.  

 

5. Insistimos: se trata de un poder-deber reglado. El art. 17 es imperativo 

Las resoluciones impugnadas son la muestra más elocuente de que la Administración ejerce sus 

atribuciones como si ellas fueran puramente discrecionales. Pero, reiteramos, la ley fija un “piso 

mínimo” y por ende el tema tiene componentes reglados, al menos en lo más importante. 

El art. 17 es imperativo: 

a) describe un supuesto de hecho: “variaciones de la estructura de costos”;  

b) y a ese supuesto de hecho le fija una consecuencia determinada e inexorable (la autoridad 

“autorizará el aumento de las cuotas”. 

 

Podrá discutirse el cuánto (la ley no fija el monto de la autorización), pero no puede discutirse que hay 

que autorizar (la ley dice que, si los costos varían, la autorización debe existir: los funcionarios están 

obligados a cumplir este mandato legal, so pena de incurrir en el incumplimiento de sus funciones). 

La única manera para no autorizar, es que la Administración llegue a la conclusión de que los costos 

no variaron (esta decisión, obviamente, debe estar fundada para permitir el control y la crítica de los 

administrados, vía administrativa o judicial). Incumplir esa manda legal es incurrir en arbitrariedad.  

Es más, aunque la potestad fuera discrecional (que aquí no lo es), igual ella debería ejercerse 

razonablemente y dando fundamentos concretos (aquí estos requisitos no se cumplen):  

“La circunstancia de que la entidad administrativa obrare en ejercicio de facultades 

discrecionales, en manera alguna puede constituir un justificativo de su conducta arbitraria, 

como tampoco de la omisión de los recaudos que, para el dictado de todo acto administrativo, 

exige la ley 19.549. Es precisamente la legitimidad -constituida por la legalidad y la 

razonabilidad- con que se ejercen tales facultades, el principio que otorga validez a los actos 

de los órganos del Estado y que permite a los jueces, ante planteos concretos de parte 

interesada, verificar el cumplimiento de dichas exigencias (doctrina de Fallos: 307:639 y 

320:2509)” (Fallos 331:735) 

 

6. A modo de recapitulación 

En definitiva: 

a) La ley 26.682 impuso una gran cantidad de obligaciones a las empresas y reguló especialmente su 

actividad: pero no la sometió al régimen de un servicio público, ni las separó del libre comercio e 

industria; 

 
6 El esquema delineado por el legislador en el art. 17 de la ley no habría tenido efectos tan funestos si hubiera sido 
complementado por una reglamentación que fijara estándares objetivos y que hiciera predecible los aumentos. En cambio, 
las empresas han sido obligadas a “mendigar” aumentos, siempre supeditados al antojo de la autoridad administrativa de 
turno.  



b) El legislador en el art. 17 previó que las cuotas debían ser razonables (ello es a la vez un límite y 

un derecho no sólo para el afiliado: la razonabilidad también debe existir para la empresa); 

c) El art. 17 también previó que la variación de costos determina el poder-deber de autorizar 

aumentos de cuotas; 

d) Esta disposición del art. 17, ley 26.682 no es un consejo, ni una sugerencia: si varían los costos, no 

existe la opción administrativa de NO autorizar aumentos;  

e) Ello no quita que el mecanismo legal (primero la variación de costos, después el aumento) sea 

pernicioso para las empresas de salud;  

f) La Administración se ha apartado del mecanismo legal (agravando la situación ya de por sí 

perjudicial para las empresas):  

− no se ha sentido constreñida por el verbo “autorizará” que emplea el legislador: ha actuado 

como si autorizar aumentos fuera algo librado puramente al arbitrio administrativo; 

− no ha fundado sus resoluciones; 

− no ha fijado criterios previsibles;  

− no ha tenido nunca en cuenta las particularidades de costos de cada empresa;  

− no ha emitido autorizaciones puntuales y particulares para cada empresa, sino aumentos 

generales iguales para todo el sector, incumpliendo la manda legal; 

− no ha reaccionado ante la inflación medida según índices oficiales; 

− mucho menos ha considerado la inflación médica.  

 

7. Otros dos datos clave que corroboran la verosimilitud del derecho de esta parte 

El análisis normativo efectuado en los numerales anteriores queda complementado por estas 

circunstancias dirimentes: 

a) nuestro pedido se fundamenta en el mismo informe técnico elaborado por la 

Superintendencia de Seguros de Salud en octubre de 2020, que dictaminó que en ese 

momento existía una variación de costos del 30% 

b) el otro basamento de nuestro pedido está dado por algo que la ministra reconoció al dictar la 

resolución 987/21, en el sentido de que resulta necesario considerar de manera inmediata y 

sin dilaciones el incremento de costos derivado de la negociación de las paritarias de los 

trabajadores de la salud.  

 

PELIGRO EN LA DEMORA: GRAVES PERJUICIOS DE IMPOSIBLE REPARACIÓN ULTERIOR 

1. Introducción 

De no hacerse lugar a nuestra solicitud cautelar, existe un riesgo de que el sistema de salud 

directamente colapse. Y que ello suceda en el contexto de una pandemia sin precedentes y en el peor 

momento, en la víspera de la tan temida “segunda ola” que ya ha iniciado y que amenaza con poner 

en jaque todo el sistema de salud (no sólo el privado o prepago). 

 

2. El daño por la inobservancia del deber del Ministerio de autorizar aumentos conforme los 

incrementos de las estructuras de costos  

La conducta desviada de la Administración ha derivado en un tremendo daño económico - financiero. 

Se ha ido acumulando un insostenible atraso de las cuotas: los costos suben por el ascensor, las cuotas 

por la escalera.  

El desfasaje económico financiero es tremendo, acuciante e insostenible: basta con comparar los 

porcentajes acumulados de índices inflacionarios oficiales con los porcentajes acumulados de 

incrementos de precios autorizados.  



Por supuesto, el atraso de las cuotas es mucho mayor, porque inciden circunstancias por todos 

conocidas:  

a) la inflación médica es considerablemente más alta que la inflación oficial; 

b) nuestro país tiene las leyes más progresistas que pueden imaginarse sobre coberturas legales 

obligatorias (la lista sobre leyes protectorias y sobre patologías determinadas es 

interminable); 

c) a las obligaciones legales se suman las obligaciones judiciales: los jueces argentinos son 

particularmente receptivos con los pedidos de terapias experimentales sumamente costosas 

no incluidas en el PMO (el ejemplo de cómo esto puede conducir a excesos, es el de un juez 

que el pasado 7 de enero llegó al extremo de obligar a proporcionar dióxido de cloro a un 

paciente con covid-19 ¿?).  

 

3. Los próximos aumentos de costos del sector hacen inviable el sistema con el nivel de cuotas 

actuales. 

Una de las principales circunstancias que motivan esta presentación es la situación planteada por la 

nueva paritaria a celebrarse por imposición legal en julio de 2021.  

Recordemos que la medida solicitada busca remontar desfasajes ya producidos: que se reconozcan los 

aumentos de octubre de 2020 (sobre la base de un informe técnico de la propia SSSN, que incluso es 

insuficiente) y los vinculados de la revisión paritaria de abril 2021.  

Es decir, los aumentos provisorios solo son tendientes a paliar una situación pasada que actualmente 

se encuentra generando un daño, pero que claramente no serán suficientes para cubrir los futuros 

incrementos del sector que son a todas luces inminentes. 

Todo esto incrementa significativamente la ya frágil e inestable situación económica financiera de las 

empresas la que las conduce al riesgo de la ruptura de la cadena de pagos (tal como lo sostiene la 

autoridad de aplicación en la propia resolución 2987/20). 

Por eso, resulta pertinente puntualizar que casi la totalidad de las resoluciones de autorización de 

aumentos, emitidas desde la misma vigencia de la ley, han reconocido expresamente y sin cortapisa 

alguna:  

a) “que el componente salarial es uno de los de mayor incidencia dentro de la estructura de 

costos de las Entidades de Medicina Prepaga”; 

b) que la autoridad de aplicación está “obligada” a autorizar aumentos como consecuencia de 

negociaciones paritarias. 

 

4. Las resoluciones del Ministerio de Salud reconocen la angustiante situación del sector  

Por último, entendemos que no resulta siquiera necesario justificar y/o probar el peligro en la demora 

invocado o los daños irreversibles que puede generar el desfinanciamiento del sistema de salud. Y ello 

no solo por las razones que son de público y notorio conocimiento, sino porque, además, fue el mismo 

Ministerio quien ha invocado estas razones, no solo en los informes técnicos aquí invocados, sino 

incluso en los propios considerandos de las Resoluciones 1786/20, 2987/20 (luego dejadas sin efecto 

de manera ilegítima por las Resoluciones Impugnadas), y 987/20. 

Así pues, reiteramos que en ellas se manifestó textualmente que: 

− la pandemia “amenaza la cadena de pagos del Sistema de Salud, en momentos en los que 

este sector resulta clave para minimizar los impactos de la pandemia y brindar la debida 

atención de sus beneficiarios”;  

− “las áreas técnicas del organismo han evaluado el incremento de costos sufrido por el sector 

desde la fecha del aumento autorizado en diciembre de 2019”; 



−  “en el delicado contexto actual de emergencia sanitaria sin precedentes, no cabe soslayar el 

rol y la función asistencial fundamental que desempeñan los prestadores de salud, a través de 

la atención directa de beneficiarios y usuarios, tanto de los Agentes del Seguro de Salud como 

de las Entidades de Medicina Prepaga”;  

− “las entidades representativas del sector han expresado su preocupación por el estado crítico 

en que se encuentran la mayoría de los prestadores y enfatizado la necesidad de incrementar 

los valores retributivos que perciben por las prestaciones que brindan, a fin de paliar dicha 

situación y garantizar su continuidad”. 

− “corresponde adoptar medidas que contribuyan a dotar de mayores recursos a los prestadores 

contratados por ellos” (por las entidades de medicina prepaga). 

− “al observar la variación que sufrieron los costos en salud, resulta necesario contemplar que 

los mayores costos del sector y la valiosa y necesaria inversión que han debido realizar los 

prestadores para hacer frente a la pandemia y evitar el colapso del sistema sanitario”. 

 

5. Conclusión sobre el punto 

Se trata simplemente de aplicar la clásica regla: a confesión de parte, relevo de prueba. Las 

transcripciones efectuadas no pueden ser más contundentes y en realidad nos eximen de mayor 

argumentación al respecto.  

 

LA MEDIDA CAUTELAR NO AFECTA, SINO QUE PROTEGE EL INTERÉS PÚBLICO  

La ley 26.854 exige que la cautelar no debe afectar el interés público.  

Por interés público se entiende a “los intereses comunes de los miembros de la comunidad que 

resultan de impostergable satisfacción”. 

Pues bien, en el presente caso acontece justamente el supuesto inverso al previsto en la norma: aquí 

el interés público no es un obstáculo sino un incentivo para que la medida se despache.  

En efecto, por el presente se pretende el dictado de una medida positiva que no afecta el 

cumplimiento de la acción estatal, ni la prestación de un servicio público o de interés público, cuya 

obstrucción pudiera eventualmente comprometer a la comunidad. 

Por el contrario, lo que afecta el interés público es justamente el desfinanciamiento de las EMP 

proveniente de la inobservancia del deber que el art. 17, ley 26.682 impone a la Administración. 

Por lo demás, tampoco la tutela solicitada produce efectos jurídicos o materiales irreversibles, sino 

que, por el contrario, es justamente ello lo que se intenta evitar a través del dictado de la medida 

cautelar aquí solicitada, dado que, como fuera expuesto oportunamente, de no hacerse lugar a la 

cautelar peticionada, la falta de financiamiento causará un daño que no podrá ser reparado a 

posteriori y en una situación de extrema necesidad del sistema de salud, el cual requiere de un 

inmediato financiamiento para poder afrontar el tramo final y más duro de la pandemia que se 

avecina. 

   

CONTRACAUTELA: PLANTEAMOS INCONSTITUCIONALIDAD DE los arts. 10 Y 11, LEY 26.854 

De acuerdo a lo hasta aquí expuesto, encontrándose acreditados los extremos legales requeridos, 

corresponde conceder la medida cautelar solicitada.  

En el caso, se solicita la exención de la contracautela, dado que dicho supuesto quedaría configurado 

en razón de que no existirán daños y perjuicios por los cuales responder. En subsidio, ofrecemos 

formal caución juratoria a fin de responder por las costas, daños y perjuicios que la concesión de la 

medida solicitada pudiera eventualmente producir. 



Al respecto, corresponde tener en cuenta que tratándose en la presente de una medida en la cual se 

considera acreditado el supuesto de máxima verosimilitud del derecho, se entiende corresponde la 

cautela juratoria, conforme lo ha establecido la jurisprudencia7. 

En el mismo sentido, se ha decidido  

“A mayor certeza del derecho alegado, menor es la contracautela exigida al peticionante de la 

medida, y viceversa; principio implícitamente recogido entre las facultades del Juez para 

graduar la caución”8. 

De esta manera, dejamos desde ya planteada la inconstitucionalidad de los artículos 10 y 11 de la ley 

de medidas cautelares en cuanto, por un lado, prevén que las medidas cautelares como la aquí 

solicitada por esta parte tendrán eficacia práctica una vez que el solicitante otorgue caución real o 

personal por las costas y daños y perjuicios que pudiere ocasionar, y por el otro, la exención de 

contracautela si quien obtiene la medida fuera el Estado Nacional o uno de sus entes descentralizados. 

Corresponde mencionar que la imposibilidad de fijar la caución juratoria fuera de los supuestos 

expresamente habilitados, implica necesariamente una restricción normativa destinada a los jueces, 

la que no puede de ninguna manera aplicarse en forma absoluta sin configurar una improcedente 

intromisión en el ámbito que le es propio al Poder Judicial, en tanto vedaría de forma absoluta la 

apreciación de las circunstancias que en cada caso concreto le permiten al magistrado exigir caución 

juratoria cuando se verifican los extremos que prudencialmente la autoricen. 

Así ha sido resuelto por la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso 

Administrativo Federal, donde se declaró la inconstitucionalidad de la limitación contenida en el 

artículo 10 de la Ley de Medidas Cautelares, toda vez que la fijación de la contracautela constituye 

una facultad privativa de los magistrados. En dicho precedente, se entendió que resultaba suficiente 

imponer una caución juratoria, pese a no configurarse alguno de los supuestos de excepción que 

establece el artículo en cuestión. 9  

En este sentido, también se sostuvo que:  

“La exigencia de una contracautela real o personal para el dictado de medidas cautelares en 

procesos en los que interviene, o es parte el Estado nacional, conforme el art. 10, inc. 1), de la 

ley 26.854, y la exclusión de la posibilidad de prestar una caución juratoria, deviene 

inconstitucional porque implica un avance irrazonable sobre las facultades propias de la 

función judicial.”10 

Tal intromisión del Poder Legislativo sobre el Poder Judicial procede en forma evidentemente ilegitima 

y deriva en una flagrante violación del principio de división de poderes garantizado por la Constitución 

Nacional.11 

Paralelamente, el artículo 11 de la norma en cuestión también establece que cuando el Estado 

Nacional o una entidad descentralizada de este fuere quien hubiere obtenido la medida cautelar no 

se exigirá caución, sino que estará exento de la misma. De esta manera, se incurre en una nueva 

violación, esta vez, respecto del principio de igualdad. Ello, ya que las medidas cautelares tienen por 

finalidad mantener la igualdad jurídica de las partes durante el tiempo en que el proceso perdure. 

En efecto, la Corte expresó que:  

 
7 CNCAF, Sala III, “Correflor 636 S.R.L. c/ Entel s/ amparo”, Consid. IV, segundo párrafo. 
8 CNACiv.yCom. San Isidro, Sala I, 21-8-1980. L.L., 1980-D-103. 
9 Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, Sala IV, “Asociación de Magistrados y 
Funcionarios de la Justicia Nacional y Otros c. EN -Procuración General de la Nación s/ amparo Ley 16.986”, 30/01/2015.  
10 Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal Nro. 6, "Javkin, Pablo c. EN - PEN, ley 26.855 s/ 
proceso de conocimiento", 7/6/2013, La Ley online, AR/JUR/21410/2013. 
11 Juzgado Federal de San Nicolás Nro. 1, “De Felipe Ricardo c/ Estado Nacional s/ acción meramente declarativa de 
inconstitucionalidad”, 31/5/2013. 



“La finalidad de las medidas precautorias es la de mantener la igualdad jurídica de las partes, 

instaurando un `statu quo´ factico mientras se sustancia el proceso, y asegurar que cuando 

recaiga sentencia, ésta no devenga de cumplimiento imposible”.12 

En el caso de las medidas preventivas que se solicitan contra el Estado, este principio cobra gran 

trascendencia, debido a que los particulares no están en pie de igualdad cuando lo enfrentan.  

No obstante, la desigualdad existente entre los administrados y el Estado, el artículo 11, 

específicamente su inciso 1, viene a conceder un privilegio improcedente a la hora de dar eficacia a 

las medidas cautelares solicitadas por éste, todo lo cual deberá ser receptado por V.S. para declarar 

la inconstitucionalidad de la norma aquí en cuestión. 

 

INAPLICABILIDAD DEL INFORME PREVIO: LA MEDIDA BUSCA GARANTIZAR LA SALUD 

El artículo 4° de la Ley 26.854 dispone como etapa previa a la resolución de una pretensión cautelar 

la sustanciación de lo peticionado, permitiendo que el Estado, dentro del plazo de 5 días, produzca un 

informe que dé cuenta del interés público comprometido por la solicitud. 

Ahora bien, el artículo establece en su inciso 3° que “Las medidas cautelares que tengan por finalidad 

la tutela de los supuestos enumerados en el artículo 2°, inciso 2, podrán tramitar y decidirse sin informe 

previo de la demandada.”  

Por su parte, los supuestos a los que se refiere el artículo 2° inc. 2 son los siguientes: (i) se trate de 

sectores socialmente vulnerables acreditados en el proceso, (ii) se encuentre comprometida la vida 

digna conforme la Convención Americana de Derechos Humanos, (iii) la salud, (iii) un derecho de 

naturaleza alimentaria y (iv) cuando se trate de un derecho de naturaleza ambiental. 

Es decir, en los supuestos antes enumerados no resultará necesario efectuar el informe previo previsto 

en el artículo 4°. 

En el presente caso, y tal como fuera mencionado en los acápites anteriores, la tutela cautelar 

solicitada no solo tiene por objeto resguardar intereses económicos de nuestros mandantes sino que 

su fin último es precisamente garantizar las prestaciones médico asistenciales de sus afiliados, las 

cuales podrían verse afectadas ante el inminente quebranto del sistema de las empresas de medicina 

prepaga. Justamente si ello finalmente sucede, y se produce una ruptura de la cadena de pagos y el 

colapso del sistema, millones de personas quedarán sin la cobertura contratada, produciéndose así 

una grave afectación al derecho a la salud de esta parte de la población. 

Cabe destacar que de producirse dicha situación no solo las empresas de medicina prepaga y sus 

afiliados sufrirán las consecuencias, sino también repercutirá en los otros subsectores del sistema. Por 

un lado, los establecimientos privados dejarán de percibir los ingresos de las E.M.P., que es el principal 

medio de financiamiento en muchos de ellos. Por otro lado, muchos de los afiliados sin cobertura 

deberán acudir al sistema público de salud, el cual ya se encuentra colapsado, por lo cual generará 

también el agravamiento de este subsistema. 

Por todo lo expuesto, queda claro que la tutela solicitada tiene como fin último el mantenimiento de 

todo el sistema de salud nacional, por lo cual no resultará necesario efectuar el informe previo exigido 

en el artículo 4° de la Ley 26.854, lo que así expresamente se solicita. En el hipotético caso que V.S. así 

no lo considere, se deja desde ya planteada la inconstitucionalidad del requisito referido, por los 

argumentos que a continuación se exponen. 

 

A MODO DE CIERRE: LO QUE PEDIMOS SURGE DE LOS PROPIOS ACTOS DE LA DEMANDADA  

1. Introducción 

 
12 Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Waroquiers, Juan Pedro y otros c. Quintanilla de Madanes y otros”, 16/12/1997. 



El aumento provisorio que ahora estamos pidiendo en sede judicial fue antes solicitado al Ministerio 

de Salud de la Nación, para que fuera otorgado de manera urgente. En efecto, en la 2° PARTE de 

nuestra presentación del 28/3/21 se solicitó que se:  

“suspendan inmediatamente los efectos lesivos de, al menos, las resoluciones 1787/20 (art. 

1º) y 2988/20, que dejaron sin efecto sin fundamento alguno los aumentos previamente 

autorizados en sus similares 1786/20 y 2987/20. Como consecuencia de ello, las EMP deberán 

quedar habilitadas a aplicar los aumentos autorizados originalmente en resolución 

1786/20” 

A la fecha, el Ministerio ni siquiera ha tratado este pedido. 

Pues bien, nuestro escrito pide algo que figura en los considerandos de la resolución 987/21.  

Lo que pedimos no es otra cosa que:  

a) una medida “inmediata”;  

b) que se adopte “sin dilación alguna”;  

c) que, entre otros aspectos, permita obtener “recursos genuinos”; 

d)  para afrontar las paritarias salariales de los trabajadores de la salud. 

 

2. Variables numéricas objetivas 

Los considerandos de la resolución 987/21 admitieron que todas las resoluciones impugnadas tuvieron 

un origen común: todas tuvieron como antecedente la resolución 1786/20 y, sobre todo, el informe 

técnico producido en ese expediente.  

Nuestro pedido de suspensión en sede administrativo pretendía que se restablezcan, al menos, los 

primeros aumentos reconocidos en la resolución 1786 (descontando los aumentos autorizados en las 

resoluciones 1787/20 y 531/21). 

Si bien este punto no tuvo una respuesta expresa, el aumento autorizado por la resolución 987/21 en 

los hechos de algún modo ha restablecido la situación a la existente cuando se dictó la resolución 

1786/20 (ese era, justamente, el objetivo del pedido de suspensión de efectos). 

Sin embargo, obviamente la situación actual no ha mejorado: ella es peor a la que existía al momento 

de nuestra presentación del 28/3/21. 

El tema entonces puede presentarse así:  

a) el valor de la cuota se ha retrotraído a lo dispuesto en la resolución 1786/20 de octubre de 

2020;  

b) pero el aumento autorizado en esa resolución era insuficiente: esa resolución no reconoció 

íntegramente los incrementos de costos expresados en el informe técnico que le servía de 

causa. 

c) existe entonces, de arranque, un atraso del 3,59 %; 

d) ello es así porque los aumentos ascienden al 25,52%, mientras que el informe técnico 

reconoció que los costos se habían incrementado en un 30%; 

e) ello, sin perjuicio de los errores materiales y omisiones consignados en el informe; 

f) esto es así por un simple cálculo numérico: sin entrar en ningún tipo de discusión técnica y sin 

necesidad de producir prueba adicional alguna; 

g) pero es un hecho notorio que los costos se han incrementado desde la fecha del informe 

técnico (octubre de 2020); 

h) otro hecho notorio es la catastrófica situación actual que atraviesan las empresas de medicina 

prepaga y todos los agentes del sistema de salud, por el agravamiento de la emergencia 

sanitaria producida por la “segunda ola” de contagios del Covid 19; 

i) además, los considerandos de la resolución 987/21 agrega el dato adicional de las paritarias 

laborales: 



“el sector de los trabajadores de la sanidad se encuentra negociando la revisión de 

paritaria salarial correspondiente al año 2019/2020, en cuyo marco deviene oportuno 

reconocer la invaluable labor que dichos trabajadores vienen desarrollando desde el 

comienzo de la pandemia de COVID-19 y, por tanto, resulta necesario adoptar 

medidas que contribuyan a dotar en forma inmediata, sin dilación alguna, de recursos 

genuinos al Sistema, que permitan obtener los mejores resultados como consecuencia 

de la negociación paritaria y en especial consideración de la situación sanitaria y 

epidemiológica actual.” 

 

3. La propia resolución 987/21 dijo que hay que considerar las paritarias (pero luego las 

desconsideró) 

Como acabamos de decir, la resolución 987/21 consignó en sus considerandos que era “necesario” 

implementar medidas “inmediatas” y “sin dilación alguna” para dotar de “recursos genuinos” a los 

fines de poder pagar “la paritaria salarial” (todo lo entrecomillado es textual). 

Sin embargo, la resolución no fue consistente con estas premisas sentadas por la propia resolución.   

En efecto, al momento de autorizar el aumento la resolución indicó que fue determinados “conforme 

estructura del informe técnico de octubre 2020.”  

Nótese la ostensible contradicción:  

a) los considerandos aluden, en términos muy categóricos, a la necesidad de adoptar medidas 

inmediatas y sin dilación alguna para dotar al sistema de recursos genuinos para obtener los 

mejores resultados en las paritarias; 

b) es decir, la resolución agrega una circunstancia adicional, que no fue tenida en cuenta en el 

informe técnico de octubre de 2020; 

c) sin embargo, la resolución autoriza un aumento que no permite afrontar la paritaria: ese 

aumento únicamente cubre los viejos costos reconocidos por la resolución 1786/20. 

 

4. Qué sucedió con la paritaria salarial: aumento salarial del 11,56%, que implica un incremento de 

costos del 6,18% 

Finalmente se suscribió la cláusula de revisión del convenio paritario 2019/2020 en el cual se 

reconoció un aumento del 11,56 % a los trabajadores del.  Se acompaña como formando parte del 

presente ACTA ACUERDO de fecha 08 de Abril del 2021, suscripta por FATSA y los representantes del 

Sector, en virtud de la cual, en el marco de la negociación paritaria, en cumplimiento de lo acordado 

en el punto 10) del acuerdo paritario del 25 de agosto de 2020, convienen la cláusula de revisión 

prevista en la misma y los nuevas escalas salariales vigentes a partir de Abril del 2021. (la misma se 

encuentra publicada en la página web de la Federación de Asociaciones de Trabajadores de la Sanidad 

Argentina (FATSA) “www.sanidad.org.ar” -link acción gremial-) 

En este sentido, el informe técnico de la Superintendencia reconoce que la incidencia de los sueldos 

del personal de la salud en la estructura de costos de las EMP es del 53,4 %  En consecuencia, un 

cálculo matemático objetivo arroja que el aumento paritario producido equivale un mayor costo para 

las EMP del 6,18 %. 

Insistimos en que este incremento no fue contemplado por la última resolución 987/21. 

 

5. Gravedad de la situación  

La paritaria salarial acentúa el atraso de las cuotas y agrava la situación financiera de las empresas.  

Estamos ante un nuevo costo que debe ser afrontado con cuotas que ni siquiera resultaban suficientes 

para cubrir los costos anteriores, en una situación de desfinanciamiento, en medio de una segunda 

ola de una pandemia sin precedentes.  



 

DOCUMENTOS 

Se acompañan los siguientes:  

1) Copia de los poderes generales (ANEXO  I). 

2) Copia de las Resoluciones 1786/20, 1787/20, 2987/20, 2988/20, 531/21 y 987/20 (ANEXO II) 

3) Copia del INFORME TECNICO elaborado por la Subgerencia de Costos de la Superintendencia de 

Servicios de Salud, del 29 de Octubre del 2019, intitulado: “INFORME TÉCNICO AUMENTO CUOTA 

ENTIDADES DE MEDICINA PREPAGA”(ANEXO III). 

4) Constatación notarial efectuada con fecha 4.01.21 y Copia certificada del Expte ° EX-2020-

91664758-APN-GGE#SSS en el cual tramitó la Resolución Impugnada (ANEXO IV). 

5) Copia del Reclamo Impropio y del pedido de suspensión de efectos y su documentación anexa 

presentado vía TAD el 28/03/21.(ANEXO V) 

6) Copia del escrito ampliatorio del Reclamo Impropio y su documental anexa presentado vía TAD el 

01.06.2021.(ANEXO VI) 

7) Copia del Acuerdo de Revisión paritaria de fecha 08 de Abril del 2021 (ANEXOVII) 

 

AUTORIZACIONES 

Se autoriza a los Dres. Claudio Rabinovich, Diego Alvarez, Juan Cruz Lucioni, Luisina Britos, Martín O. 

Rodríguez, Solana Mac Karthy, Constanza Norkus, Delfina Cavallini Viale y/o las personas que estos 

designen, para tomar vista de las actuaciones, retirar copias y demás despachos que se libren, y 

realizar cualquier otro acto o diligencia en defensa de los intereses de nuestras representadas. 

 

CASO FEDERAL 

Para el hipotético supuesto en el que se desestime lo peticionado en este escrito dejamos introducida 

la cuestión federal: formulamos reserva de acudir por ante la Corte Suprema por la vía prevista en el 

art. 14 de la Ley 48. En efecto, está en discusión la validez constitucional, alcances e interpretación de 

normas federales: ley 26.682, decreto 1993/11, resoluciones 1786/20 y 1787/20, 2987/20, 2988/20, 

531/21 y 987/21 del Ministerio de Salud de la Nación. El tema tiene relación directa e inmediata con 

derechos y garantías constitucionales: razonabilidad de los actos estatales, derecho de propiedad, etc.  

Existen, entonces, cuestiones federales simples y complejas directas e indirectas, que habilitan la 

instancia extraordinaria federal.  

Asimismo, se formula reserva de recurrir a la instancia extraordinaria por arbitrariedad de la sentencia 

y en función de la gravedad institucional involucrada en la causa (afectación al sistema de salud en su 

conjunto), invocando, a tal efecto, la doctrina elaborada en tal sentido por nuestro más Alto Tribunal 

de Justicia. 

Agotada que fuera esta instancia, de no obtener el resguardo a los derechos vulnerados, dejamos 

planteada la postulación para recurrir al organismo dispuesto en la Convención Americana Sobre 

Derechos Humanos, receptada por la Ley Nacional Nº 23.054, por la violación de tratados 

internacionales que brindan protección a la integridad y salud de las personas, Pacto de San José de 

Costa Rica (art. 25 y concordantes y reglamentarios), 

 

PEDIDO 

Por lo expuesto, solicitamos: 

1. Nos tenga por presentados, por acreditada la personería, por parte y por constituidos los 

domicilios procesal y electrónico indicados. 



2. Se tenga por acompañada la prueba documental individualizada en el capítulo VIII, ordenando 

la agregación de los instrumentos adjuntos. 

3. Se tenga por ofrecida la caución juratoria. 

4. Disponga, en forma inmediata, como medida cautelar, la autorización para el aumento del 

9,77% por sobre el valor actual de las cuotas que perciben las EMP. 

ES JUSTICIA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

     Francisco Javier Payeras 

                 Abogado 

         C.P.A.C.F. T° 84 F° 840 

 

 

 

 

 

     

 

                                                          


